
ANEXO 

DECLARACIÓN RESPONSABLE 
 

 
DATOS 
APELLIDOS Y NOMBRE: DNI: 

DOMICILIO (C., PL., AV.): MUNICIPIO: 

NÚM. o KM: BLOC: ESC.: PISO: PUERTA: 

TELÉFONO: 

CORREO ELECTRÓNICO: 

DECLARO bajo juramento/promesa: 

1. Estar al corriente de pago en cuanto a las obligaciones tributarias con el Ayuntamiento 
de Palma. 

2. No ser culpable en procedimientos de cobro por vía de apremio por deudas contraídas 
con el Ayuntamiento de Palma y con el resto de entes otorgantes. 

3. De acuerdo con lo dispuesto en el art. 10 del Decreto Legislativo 2/2005, de 28 de 
diciembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de subvencionas y el art. 10.2 de la 
Ordenanza Municipal de Subvenciones del Ayuntamiento de Palma, no incurro en ninguno de las 
circunstancias siguientes: 

a. Haber sido condenado mediante sentencia firme a la pena de pérdida de la posibilidad 
de obtener subvenciones o ayudas públicas. 

b. Haber solicitado la declaración de concurso, haber sido declarados insolventes en 
cualquier procedimiento, encontrarse declarados en concurso, estar sujetos en 
intervención judicial o haber sido inhabilitados con arreglo a la normativa concursal sin 
que haya concluido el período de inhabilitación fijado en la sentencia de calificación del 
concurso. 

c. Haber dado lugar a resolución firme de cualquier contrato con la Administración, en 
que hayan sido declarados culpables. 

d. Estar sometido –la persona física, los administradores de las sociedades mercantiles o 
los que tengan la representación legal otras personas jurídicas–, a alguno de los supuestos 
de la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio de alto cargo de la 
Administración General del Estado; de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de 
incompatibilidades del personal al servicio de las administraciones públicas, o tratarse de 
cualquier de los cargos electivos regulados en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, 
del régimen electoral general, en los términos que se establecen, o en la normativa 
autonómica que regule estas materias. 

e. No encontrarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias o de la 
Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigentes. 



f. Tener la residencia fiscal en un país o territorio calificado reglamentariamente como 
paraíso fiscal. 

g. No encontrarse al corriente en el pago de obligaciones por reintegro de subvenciones 
que otorga este Ayuntamiento o el resto de nos otorgantes sujetos a esta Ordenanza. 

h. Haber sido sancionado mediante resolución firme con la pérdida de la posibilidad de 
obtener subvenciones como consecuencia del correspondiente procedimiento 
administrativo seguido por la comisión de infracciones en materia de subvenciones y 
ayudas públicas y por infracciones tributarias. 

i. No pueden acceder a la condición de beneficiarias las agrupaciones previstas en el 
apartado 3 del artículo 8 de la Ordenanza Municipal de Subvenciones del Ayuntamiento 
de Palma1, cuando concurra alguna de las prohibiciones anteriores en cualquier de sus 
miembros. 

j. En ningún caso pueden obtener la condición de persona o entidad beneficiaria o entidad 
colaboradora de las subvenciones las asociaciones culpables en las causas de prohibición 
previstas a los apartados 5 y 6 del artículo 4 de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, 
reguladora del derecho de asociación2. 

k. No pueden obtener la condición de persona o entidad beneficiaria o entidad 
colaboradora las asociaciones respecto de las cuales se haya suspendido el procedimiento 
administrativo de inscripción por encontrarse indicios racionales de ilicitud penal, en 
aplicación de lo dispuesto en el artículo 30.4 de la Ley Orgánica 1/2002, reguladora del 
derecho de Asociación mientras no haya resolución firme en virtud de la cual pueda 
practicarse la inscripción en el Registro3. 

l. Haber sido sancionadas mediante sentencia o resolución firme con la pérdida de la 
posibilidad de obtener subvenciones de acuerdo con el que prevén los artículos 27.1 y 

 
 
 
 
1
 Art. 8.3 de la ORDENANZA MUNICIPAL DE SUBVENCIONES: 

“Pueden acceder a la condición de persona o entidad beneficiaria las agrupaciones de personas físicas o 
jurídicas, públicas o privadas, las comunidades de bienes o cualquier otro tipo de unidad económica o de 
patrimonio separado que, incluso careciendo de personalidad jurídica, puedan llevar a cabo los proyectos, 
las actividades o los comportamientos, o que se encuentren en la situación que motive la concesión de la 
subvención”. 
2
 Apartados 5 y 6 del artículo 4 Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del derecho de 

asociación: 
“5. Los poderes públicos no facilitarán ningún tipo de ayuda a las asociaciones que en su proceso de 
admisión o en su funcionamiento discriminen por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o 
cualquier otra condición o circunstancia personal o social. 
6. Los poderes públicos no facilitarán ninguna ayuda, económica o de cualquier otro tipo, a aquellas 
asociaciones que con su actividad promuevan o justifiquen el odio o la violencia contra personas físicas o 
jurídicas, o enaltezcan o justifiquen por cualquier medio los delitos de terrorismo o de quienes hayan 
participado en su ejecución, o la realización de actos que comporten descrédito, desprecio o humillación 
de las víctimas de los delitos terroristas o de sus familiares.” 
3
 Artículo 30.4 de la Ley Orgánica 1/2002, reguladora del derecho de Asociación: 

“4. Cuando se encuentren indicios racionales de ilicitud penal en la constitución de la entidad asociativa, 
por el órgano competente se dictará resolución motivada, dándose traslado de toda la documentación al 
Ministerio Fiscal o al órgano jurisdiccional competente, y comunicando esta circunstancia a la entidad 
interesada, quedando suspendido el procedimiento administrativo hasta que recaiga resolución judicial 
firme”. 



38.3 de la Ley 2/2018, de 13 de abril, de memoria y reconocimiento democráticos de las 
Islas Baleares4. 

ll. Incumplir los requisitos a que se refiere la letra a) del artículo 42 de la Ley de 
promoción de la seguridad y la salud en el trabajo de las Islas Baleares, o haber sido 
sancionadas mediante sentencia o resolución firme por las faltas a que se refiere la letra 
b) del mismo precepto legal5. 

.…………………….., ………de…………………….de…………………. 

Firma, 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
4
 . Artículos 27.1 y 38.3 de la Ley 2/2018, de 13 de abril, de memoria y reconocimiento democráticos de 

las Islas Baleares: 
“Artículo 27. Privación de ayudas y subvenciones públicas. 
1. El Gobierno de las Islas Baleares no subvencionará, bonificará o prestará ayudas públicas a aquellas 
personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, sancionadas por resolución administrativa firme, de 
acuerdo con lo que establece el título VI de esta ley. 
Artículo 38.3. 3. Las no pecuniarias serán sanciones accesorias y consistirán en la pérdida del derecho a 
obtener subvenciones, bonificaciones o ayudas públicas en materia de Memoria y Reconocimiento 
Democráticos por un periodo máximo de dos, tres o cinco años en caso de infracciones leves, graves o muy 
graves, respectivamente; y en el reintegro total o parcial de la subvención en materia de Memoria y 
Reconocimiento Democráticos concedida. La imposició y la gradación de estas sanciones accesorias tendrá 
que ajustarse a la gravedad de los hechos y a su repercusión, de acuerdo con el principio de 
proporcionalidad.” 
5
 Artículo 42 de la Ley 7/2018, de 31 de julio, de promoción de la seguridad y la salud en el trabajo de las 

Islas Baleares: 

“Artículo 42. Requisitos para obtener la condición de persona o entidad beneficiaria 
1. Sin perjuicio del cumplimiento de los requisitos exigidos en la normativa básica y en el Decreto 
Legislativo 2/2005, de 28 de diciembre, por el cual se aprueba el texto refundido de la Ley de subvenciones, 
para poder obtener la condición de persona o entidad beneficiaria de subvenciones públicas es necesario 
que las empresas acrediten: 

a) Disponer de un sistema de gestión preventivo en alguna de las modalidades previstas y de un 
plan de prevención de riesgos laborales en los términos previstos en la Ley 31/1995, de 8 de 
noviembre, de prevención de riesgos laborales. 
b) No haber sido sancionadas, en virtud de resolución administrativa o sentencia judicial firme, 
en los tres últimos años, por faltas muy graves en materia de prevención de riesgos laborales, de 
conformidad con el artículo 13 del Real decreto legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley sobre infracciones y sanciones en el orden social.” 

 
 


